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Exp. 636/2021-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 636/2021/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: CONTRALOR GENERAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ
TERCERO: ********** 

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S. L. P., a once de febrero del dos mil veintidós. 


V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 636/2021/2, promovido por el C. **********, contra actos del Contralor General del Estado, y
R E S U L T A N D O
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el siete de septiembre del dos mil veintiuno, el C. ********** promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo señalando como autoridad demandada al Contralor General del Estado, y como tercero al C. **********, con domicilio para ser emplazado el ubicado en calle **********, Fraccionamiento ********** en esta ciudad,  y señalando como acto impugnado el que a continuación se precisa:
 “….la resolución de revocación de 26 de julio de 2021, dictada en el expediente de procedimiento de responsabilidad Administrativa **********, mediante la cual, se revoca la diversa de 15 de octubre de 2020, dictada en el mencionado expediente administrativo sancionador por el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, en la que se impone al aquí demandante la sanción de AMONESTACIÓN PRIVADA.”.
II.-  Mediante proveído de fecha catorce de septiembre del dos mil veintiuno, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada y al tercero, emplazándolos para que dentro del término de diez días comparecieran a contestar y apersonarse a juicio a fin de que manifestaran lo que a su derecho conviniera, apercibidas que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se les tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario y por precluido el derecho para apersonarse a juicio. 

En cuanto al plazo otorgado a la autoridad demandada en líneas que antecede; y toda vez que ya se encontraba vigente la notificación electrónica, se estableció que debía considerarse que, la notificación electrónica, que le realizara esta Segunda Sala Unitaria, surtiría efectos, al tercer día hábil siguiente a aquel en que se hubiera realizado, en el entendido que dicha notificación se tendría por realizada al concluir el segundo día hábil posterior a la fecha de entrega del aviso electrónico a que se refiere el artículo 16 fracción I y II del Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno del Tribunal, por el que se establecen los Lineamientos para la Notificación Electrónica, además, acorde a lo establecido en los diversos numerales 50 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 2°, 3°, 17, 21 y artículo cuarto transitorio, del citado Acuerdo General 14/IX/2020. 

Por tanto con fundamento en el artículo 241 del Código Procesal Administrativo ambos ordenamientos para el Estado de San Luis Potosí, se apercibió a la autoridad demandada que si no contestaba la demanda dentro del plazo de diez días hábiles, se declararía la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo y, se le tendría, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
Así mismo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del ordenamiento procesal administrativo para el Estado, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en el escrito inicial de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la demanda.
Tocante a la suspensión solicitada para efecto de mantener las cosas en el estado en que se encontraban y no fuera ejecutada la sanción impuesta; con fundamento en los artículos 260 y 261 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se concedió a la parte actora la medida cautelar solicitada para que las cosas se mantuvieran en el mismo estado, en virtud de que el otorgamiento de la misma no contravenía disposiciones de orden público, ni se seguía perjuicio al interés social y tampoco se dejaba sin materia el juicio. 

Por otra parte, se requirió a la parte actora, para que manifestara por escrito si era su voluntad que las actuaciones procesales le fueran notificadas por medio del Buzón Electrónico, resaltando, que de ser así, debería formular su registro correspondiente ante la Secretaria General de Acuerdos de este Tribunal, o bien a través de la página de internet https://tejaslp.gob.mx/buzon_notificacion.html, para el efecto de que le fuera asignado un correo electrónico del dominio de este Tribunal, y la clave de acceso correspondiente para su ingreso al Buzón Electrónico; en el entendido que de no realizar manifestación alguna, las notificaciones serian de manera tradicional conforme a las reglas establecidas en los artículos 37 y 38 del Código Procesal Administrativo para el Estado vigente.
Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 del Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno del Tribunal por el que se establecen los Lineamientos para la Notificación Electrónica, se requirió al tercero, para que manifestara por escrito, si era su voluntad que las actuaciones procesales dictadas en el presente juicio le fueran notificadas por medio del Buzón Electrónico; en cuyo caso deberia formular su registro en la página de internet de este Tribunal, a efecto de que le fuera asignado un correo de dominio del Tribunal y clave de acceso correspondiente; a fin de que pudiera ingresar al citado Buzón Electrónico, en el entendido que de no realizar manifestación alguna, las notificaciones le serian realizadas de manera tradicional.

III.- Mediante auto dictado con fecha dieciocho de octubre del dos mil veintiuno, se tuvo al tercero llamado a juicio **********, por no apersonandose a juicio en el término de diez días hábiles concedido en el acuerdo dictado el catorce de septiembre de dos mil veintiuno, mismo que le fue notificado el veintitrés de septiembre de este año, según constancias de notificación agregadas a foja 117 y 118 del expediente en que se actúa; en consecuencia se le hizo efectivo el apercibimiento formulado y con fundamento en el artículo 238, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se le tuvo por precluído su derecho para apersonarse a juicio; en virtud de que no lo hizo en el término que para ese efecto señala la ley.
Por otra parte se dio cuenta con el oficio y sus anexos, signado por **********, en su carácter de Directora Jurídica y de Contrataciones Públicas de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, en representación del Contralor General del Estado; visto el contenido del mismo se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda, en tal virtud, con la copia simple del oficio contestatorio y sus anexos (CD), se ordenó correr traslado a la parte actora, para los efectos legales correspondientes.
Por otra parte, con fundamento en lo establecido por los artículos; 69 fracción II, párrafo segundo y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo como pruebas de las partes las siguientes:

A la parte actora:

· Copia certificada de la resolución al recurso de revocación de veintiséis de julio de dos mil veintiuno;
· Cédula de notificación de diecisiete de agosto de dos mil veintiuno;
· Instrumental de actuaciones; y
· Presuncional legal y humana.
A la autoridad demandada se les tuvieron por ofrecidas, las siguientes:

· Copia certificada de todo lo actuado en el expediente administrativo de responsabilidades **********, mismo que fue remitido por la autoridad demandada a su oficio de contestación de demanda en un dos (2) discos ópticos para almacenamiento de datos;
· La instrumental de actuaciones;
· La presuncional lógica, legal y humana.

Finalmente, con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se señalaron las once horas del veintidós de noviembre del dos mil veintiuno, para el desahogo de la audiencia de ley, precisando que debido al fenómeno de salud pública existente en la república mexicana, a partir del Virus SARS CoV2 (COVID-19) y considerando que las pruebas a desahogar no requerían la práctica de diligencias de forma material, la citada audiencia se celebraría sin la asistencia de las partes.
IV.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes. Acto continuo el Secretario de Acuerdos dio cuenta con el escrito de demanda y de contestación y asimismo hizo una relación de las constancias de autos, señalando las pruebas documentales ofrecidas por las partes, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes ofrecidas y admitidas, en tiempo dada su propia naturaleza. Enseguida el secretario de Acuerdos hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. Acto continuo en periodo de alegatos, se certificó que se formularon únicamente por la autoridad demandada; finalmente se citó para resolver y se turnó el expediente para elaborar el proyecto respectivo. 
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción XIV y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de  San Luis Potosí, con el documento original de la resolución dictada dentro del Procedimiento Administrativo de Responsabilidades número **********, de fecha veintiséis de julio del dos mil veintiuno, la cual obra a foja de la 84 a la 110 del expediente en el que se actúa.

En cuanto a la personalidad de la autoridad demandada;  la licenciada **********, en su carácter de Directora Jurídica y de Contrataciones Públicas de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, en representación del Contralor General del Estado; acreditó dicha personalidad con la copia certificada del nombramiento expedido en su favor que obra agregado a fojas 177 de autos. 
Respecto al tercero llamado a juicio **********; mediante acuerdo dictado con fecha dieciocho de octubre del dos mil veintiuno, se le tuvo por no apersonándose a juicio dentro del término legal que le fue concedido y en consecuencia se le tuvo por precluído su derecho para apersonarse a juicio; en virtud de que no lo hizo en el término que para ese efecto señala la ley
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad de la la resolución de revocación de 26 de julio de 2021, dictada en el expediente de procedimiento de responsabilidad Administrativa **********, mediante la cual, se revoca la diversa de 15 de octubre de 2020, dictada en el mencionado expediente administrativo sancionador por el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, en la que se impone al aquí demandante la sanción de amonestación privada.

Lo anterior, en relación a la pretensión de la actora que es la nulidad del acto impugnado.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la accionante en su escrito inicial de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido se advierte que la autoridad demandada, al contestar la demanda hace valer como excepciones la de improcedencia de la acción alegando que la resolución impugnada fue emitida conforme a derecho por lo que se encuentra debidamente fundada y motivada, además de que carece de vicios  de legalidad al haber sido emitida conforme a derecho y que los argumentos, afirmaciones y conceptos de impugnación que la parte actora hace valer en su demanda, resultan infundados e improcedentes y que el acto impugnado cumple con los requisitos de fondo y forma. Asimismo propone la excepción de sine actione agis señalando que es a la parte actora a quien le corresponde la carga de la prueba para demostrar la ilegalidad del acto impugnado.

No obstante lo argumentado por la enjuiciada en su contestación de demanda; esta Sala unitaria considera que esa causal debe desestimarse en virtud de que los razonamientos en los cuales se sustenta, involucra cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio; esto es, constituyen la materia del asunto, al estar estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora, de ahí que no puedan analizarse en este momento como una causal de improcedencia y sobreseimiento. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido la Jurisprudencia número P./J. 135/2001 que es aplicable al caso, por analogía, cuyos datos de localización y contenido se reproduce a continuación: 

No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

En ese sentido de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna que se haga valer de oficio, por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- Los agravios que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se encuentran localizados en la foja 5 a la 84 del expediente en que se actúa, que por economía procesal, se tienen por aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “

SEXTO.- En primer término se debe de manifestar que la parte actora en su escrito inicial de demanda, hace valer diversos conceptos de impugnación, de los cuales algunos están dirigidos a controvertir lo resuelto en el procedimiento de responsabilidad administrativa identificado con el número ********** de fecha quince de octubre de dos mil veinte, en el cual se le impone a la parte actora una multa de **********, la cual obra en el expediente administrativo identificado con el número anteriormente transcrito y que fue acompañado por la autoridad demandada en archivo digital, en el dvd identificado como tomo dos del expediente del procedimiento de responsabilidad administrativa, el cual obra a foja 179 del expediente en el que se actúa, y la cual fue controvertida mediante recurso de revocación, dando origen a la resolución que en este juicio se impugna.

Ahora bien, tal y como quedo señalado con anterioridad la parte actora realiza conceptos de impugnación en contra de la resolución principal del procedimiento de responsabilidad administrativa identificado con el número **********  motivo por el cual y en base a la Litis abierta que rige en este Tribunal, lo procedente es analizar en primer término dichos conceptos de impugnación, resultando aplicable los siguientes criterios jurisprudenciales:

Época: Décima Época

Registro: 2007960 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo IV 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: I.8o.A.83 A (10a.) 

Página: 3000 

LITIS ABIERTA. ESTE PRINCIPIO PERMITE AL ACTOR EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL FORMULAR CONCEPTOS DE NULIDAD SOBRE ASPECTOS QUE NO HIZO VALER EN EL PROCEDIMIENTO DEL QUE DERIVÓ LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA E, INCLUSO, PARA EVIDENCIAR LAS VIOLACIONES COMETIDAS EN SU PERJUICIO DURANTE LA TRAMITACIÓN DE ÉSTE, LOS CUALES DEBEN ESTUDIARSE POR EL TRIBUNAL DE LA MATERIA.

El principio de litis abierta previsto en el artículo 1o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo no contiene limitante ni condición alguna para el actor en el juicio contencioso administrativo federal, razón por la cual, éste, al impugnar una resolución, está facultado para formular conceptos de nulidad sobre aspectos que no hizo valer en el procedimiento del que aquélla derivó e, incluso, externar argumentos para evidenciar las violaciones cometidas en su perjuicio durante la tramitación de éste, pues el principio mencionado permite al gobernado una defensa extendida, por lo cual, el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa está obligado a estudiar dichos planteamientos.

Época: Novena Época 

Registro: 184472 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XVII, Abril de 2003 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 32/2003 

Página: 193 

JUICIO DE NULIDAD. EL PRINCIPIO DE LITIS ABIERTA CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 197, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE, PERMITE AL DEMANDANTE ESGRIMIR CONCEPTOS DE ANULACIÓN NOVEDOSOS O REITERATIVOS REFERIDOS A LA RESOLUCIÓN RECURRIDA, LOS CUALES DEBERÁN SER ESTUDIADOS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.

El artículo 197 del Código Fiscal de la Federación, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de diciembre de 1995, contenía el principio de "litis cerrada" que impedía que se examinaran los argumentos dirigidos a demostrar la ilegalidad del acto administrativo contra el cual se enderezó el recurso, es decir, no permitía que el demandante hiciera valer o reprodujera argumentos relativos a la resolución recurrida; y, por ende, el entonces Tribunal Fiscal de la Federación no estaba obligado a estudiar los conceptos de anulación que reiteraran argumentos ya expresados y analizados en el recurso ordinario; sin embargo, en el texto vigente del último párrafo del citado numeral se simplificó el procedimiento contencioso administrativo al cambiar el principio de "litis cerrada" por el de "litis abierta", el cual comprende no sólo la resolución impugnada sino también la recurrida; los nuevos argumentos que pueden incluir los razonamientos que se refieran a la resolución recurrida, y los dirigidos a impugnar la nueva resolución; así como aquellas razones o motivos que reproduzcan agravios esgrimidos en el recurso administrativo en contra de la resolución originaria. Por tanto, todos estos argumentos, ya sean novedosos o reiterativos de la instancia administrativa, constituyen los conceptos de anulación propios de la demanda fiscal, lo cual implica que con ellos se combaten tanto la resolución impugnada como la recurrida en la parte que afecte el interés jurídico del actor, por lo que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa está obligado a estudiarlos.

En ese sentido y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 217 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, se estudia el presente asunto bajo el principio de la Litis abierta, resultando pertinente realizar la transcripción de dicho numeral:

“ARTICULO 217. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal, se substanciarán y resolverán de acuerdo a las disposiciones establecidas en este Código

…

Cuando la resolución recaída a un recurso administrativo no satisfaga el interés jurídico del recurrente, y éste la controvierta en el juicio contencioso administrativo, se entenderá que simultáneamente impugna la resolución recurrida en la parte que continúa afectándolo, pudiendo hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso.

…”
Ahora bien, en base a lo anterior y atendiendo al principio de mayor beneficio jurídico para el actor, se procede al estudio y análisis de los conceptos de impugnación que de resultar fundados producirían la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada pues se eliminarían en su totalidad los efectos de la misma, ello de conformidad con los siguientes criterios:

Época: Octava Época 

Registro: 222213 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo VIII, Julio de 1991 

Materia(s): Común 

Tesis: 

Página: 122 

AGRAVIOS. EXAMEN DE LOS.

Es obvio que ninguna lesión a los derechos de los quejosos pueda causarse por la sola circunstancia de que los agravios se hayan estudiado en su conjunto, esto es, englobándolos todos ellos, para su análisis, en diversos grupos: ha de admitirse que lo que interesa no es precisamente la forma como los agravios sean examinados, en su conjunto, separando todos los expuestos en distintos grupos o bien uno por uno y en el propio orden de su exposición o en orden diverso, etc.; lo que importa es el dato substancial de que se estudien todos, de que ninguno quede libre de examen, cualesquiera que sea la forma que al efecto se elija.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Época: Novena Época 

Registro: 166717 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXX, Agosto de 2009 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: XVI.1o.A.T. J/9 

Página: 1275 

CONCEPTOS DE ANULACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. ES PREFERENTE EL ESTUDIO DE AQUELLOS QUE CONDUZCAN A DECLARAR LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO POR REPRESENTAR UN MAYOR BENEFICIO PARA EL ACTOR (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANAJUATO).

El artículo 17 constitucional consagra la garantía de acceso a la impartición de justicia, la cual se encuentra encaminada a asegurar que las autoridades -órganos judiciales o materialmente jurisdiccionales- lo hagan de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, por lo que uno de los principios que consagra dicha garantía es el de exhaustividad, entendiéndose por tal la obligación de los tribunales de resolver todas las cuestiones sometidas a su conocimiento, sin que les sea lícito dejar de pronunciarse sobre alguna. Por su parte, los numerales 87 y 89, fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, establecen la existencia de dos requisitos que deben observarse en el dictado de las resoluciones: el de congruencia y el de exhaustividad. Ahora, si bien es cierto que en la citada ley no existe una disposición expresa que establezca el orden en que deben analizarse los conceptos de anulación, también lo es que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado se encuentra constreñido a ocuparse de todos los motivos de impugnación en que descansa la pretensión anulatoria del actor, y preferentemente de los orientados a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado, ya que de resultar fundados se producirá un mayor beneficio jurídico para el actor, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud que ésta encierra.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO.

Lo anterior, en virtud de que con ello se estaría satisfaciendo las pretensiones de la parte actora señaladas en su escrito inicial de demanda.
En ese sentido, en el sexto concepto de impugnación la parte actora señala lo siguiente:

“(…)

Sin que se pueda considerar a contrario sensu, esto es, establecer que el servidor público infringió tal o cual valor, pues al margen de que pueda ser así, no revela con precisión cuál fue la obligación del catálogo de supuestos, contenidos en cada una de las fracciones del artículo 56 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, que incumplió.

En ese contexto, resulta necesario resaltar que el principio de tipicidad normalmente referido a la materia penal, también es aplicable a las infracciones y sanciones administrativas, de modo que, si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar por analogía o por mayoría de razón.

En el caso a estudio, de la resolución impugnada en el juicio de nulidad que nos ocupa, se advierte que la autoridad demandada estableció esencialmente, que la negación de los hechos de una demanda en juicio extraordinario civil por parte de quien se ostentó en dicho juicio como apoderado general de la Comisión Estatal del Agua, constituye un incumplimiento a lo previsto por el artículo 56, fracción I, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Establecido lo anterior, resulta oportuno traer nuevamente a la vista el artículo 56, fracción I, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente en el momento en que ocurrieron los hechos que se imputan al accionante, dispositivo legal que la autoridad demandada señala al emitir el acto impugnado que fue transgredido por el accionante del presente juicio, numeral que establece lo siguiente:

...

De la transcripción hecha con antelación se advierte que en la misma se establecen varias hipótesis normativas, que son consideradas como faltas administrativas y n sólo una como lo estableció la autoridad investigadora, ni dos como lo consideró posteriormente la resolutora y que compartió la autoridad demandada; las hipótesis son las siguientes:

…

Por ende no es atinada la determinación de la autoridad demandada al establecer que un solo hecho (presentar un escrito de contestación negando los hechos de la demanda en un juicio extraordinario civil) constituya dos de las hipótesis normativas (no cumplir con la máxima diligencia el servicio que le sea encomendado, y abstenerse de cualquier acto que cause deficiencia en dicho servicio) constitutivas de faltas administrativas previstas en el artículo 56 fracción I, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí publicada en el Periódico Oficial del Estado el 14 de Agosto de 2003.

Aunado a lo anterior, es menester precisar que la falta administrativa prevista en el artículo 56, fracción I, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, consiste en no cumplir con la máxima diligencia el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio o implique abuso o ejercicio indebido de un cargo o comisión, y; que el denunciante ********** por conducto de su mandatario y apoderado legal, de lo que se duele es de en un juicio extraordinario civil se presentó por el presunto responsable, **********, un escrito de contestación negando los hechos de la demanda, pero no se queja de que el instruido, como “Operador Especializado adscrito al Departamento Jurídico de la  Comisión Estatal del Agua”, no haya cumplido con la máxima diligencia el servicio público encomendado, pues no precisa que función de las previstas expresamente para dicho puesto en alguno de los apartados o artículos que componen el Manual de Organización aplicado a la Dirección Jurídica de la Comisión Estatal del Agua, fue la que no cumplió con la máxima diligencia, ya que solamente conociendo el precepto legal que establece las atribuciones de los Operadores Especializados que constituyen el servicio público encomendado, se podrá estar en aptitud de determinar las obligaciones que le competen a quien ejerza dicho cargo; del mismo modo, el denunciante, tampoco le atribuye al instruido un acto u omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio o implique abuso o ejercicio indebido de un cargo o comisión; es decir, los hechos de la denuncia no encuadran en ninguna de las hipótesis normativas o falta por las que la autoridad substanciadora fijo la Litis.
Ni mucho menos, es válido en este momento hacer la subsunción del hecho denunciado a una hipótesis normativa distinta de la fijada por la autoridad substanciadora; pues ello sería prácticamente realizar una reclasificación de la falta atribuida, lo que violaría gravemente el derecho de defensa del presunto responsable, aquí actor, en virtud de que, en su caso se le podría llegar a sancionar por una falta de la que nunca se defendió, puesto que los elementos normativos de la falta que en su caso se reclasifique, serán necesariamente distintos de los elementos normativos de la falta fijada por la autoridad sancionadora y reiterados por la autoridad demandada.
(…)”

De lo anteriormente transcrito se desprende medularmente que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción entonces para cumplir el principio de tipicidad aplicable al derecho administrativo sancionador, la conducta que fue realizada por el servidor público responsable deberá de encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida.
En ese sentido en el caso que nos ocupa se tiene que la resolución que en este acto se analiza se desprende lo siguiente:
“(…)

Por lo hasta aquí anotado, con fundamento en lo establecido en el numeral 206 fracción VII de la Ley Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, este Órgano Estatal de Control, determina la existencia de elementos que constituyen responsabilidad Administrativa, por parte de ********** en su carácter de Operador Especializado Adscrito al Departamento Jurídico de la Comisión Estatal del Agua de San Luis Potosí, por los hechos investigados por la Dirección de Investigación Administrativa y Evolución Patrimonial de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, en razón de que quedó demostrado que planteo una defensa que carece de veracidad, concretamente al señalar dentro del juicio Extraordinario Civil, Expediente No. **********, que la Comisión Estatal del Agua del Estado de San Luis Potosí, jamás había firmado el Contrato de Prestación de Servicios de ********** y su convenio modificatorio de ********** cuando quedo demostrado que la Comisión Estatal del Agua del Estado de San Luis Potosí, si firmo el Contrato de Prestación de Servicios de ********** con el Licenciado **********, esto aunado a que su existencia fue reconocida a través de los Oficios ********** y ********** (fojas 504-526) por lo que queda demostrado que el Licenciado **********, en su calidad de Apoderado Legal de la Comisión Estatal del Agua del Estado de San Luis Potosí, realizo manifestaciones que carecieron de veracidad, provocando que la contestación no guardara relación con la verdad real y material de los hechos aducidos, faltando a los principios de Ética, que todo profesional debe observar en el desempeño de su carrera, es decir conducirse con el más grande cuidado, esmero, eficiencia y atención, es decir que debió actuar con la máxima diligencia y más por el cargo que desempeña en la administración pública estatal, en donde tenía la obligación de verificar los hechos y antecedentes, localizando bajo una búsqueda exhaustiva la documentación relacionada con el asunto, documentos a los cuales tenía acceso, toda vez que se encontraba adscrito a la Dirección Jurídica de la Comisión Estatal del Agua, área que según el Manual de Organización, se encarga de asesorar, revisar, emitir opinión y elaborar los diversos contratos, convenios e instrumentos jurídicos y normativos en lo que es parte la Comisión Estatal del Agua.
Luego, de todo lo hasta aquí expuesto queda demostrado que **********, en su carácter de Operador Especializado Adscrito al Departamento Jurídico de la Comisión Estatal del Agua de San Luis Potosí, incumplió las obligaciones que como Servidor Público debía observar en la fracción I del artículo 56 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.   

(…)”
Ahora bien, en un primer término se procede a la transcripción del artículo 56 fracción I de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, lo cual se hace a continuación:
“ARTICULO 56. Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones, para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben ser observadas en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, y cuyo incumplimiento será causa de responsabilidad administrativa, la que dará lugar al procedimiento y a las sanciones que correspondan: 

I. Cumplir con la máxima diligencia el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio, o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión;
…”

Del artículo anteriormente transcrito se desprende que el mismo esta alternativamente formado con pluralidad de hipótesis, por lo que las faltas relativas a dicha porción normativa las comete aquel servidor público que:

a) Incumple negligentemente el servicio que le sea encomendado;

b) Realice cualquier acto que cause la suspensión o deficiencia del servicio;

c) Realice cualquier acto que cause o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión; 

d) incurra en cualquier omisión que cause o implique la suspensión del servicio; 

e) Incurra en cualquier omisión que cause o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión.


Ahora bien, en el caso que nos ocupa, se tiene que la autoridad demandada señala que el actor incumplió con lo dispuesto por el artículo 56 fracción I de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos; sin embargo en ningún momento menciona a cuál de las cinco hipótesis de las que se desprenden de dicha disposición legal es a la que corresponde a la falta que se le imputa.

 Por lo que en el caso que nos ocupa, la autoridad demandada en consideración a la interpretación estricta de las normas infractoras, se encontraba obligada a motivar correctamente la conducta infractora prevista en el artículo 56 fracción I de la ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de San Luis Potosí, a efecto de otorgarle certeza jurídica del motivo de la infracción, para la aplicación de la sanción correspondiente, ello acorde al principio de aplicación estricta de las normas, y al respecto cobra aplicación el criterio emitido por el Pleno de la Suprema Corte en la Jurisprudencia cuyo rubro y contenido es el siguiente.

“Época: Novena Época, Registro: 174326, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Agosto de 2006, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Tesis: P./J. 100/2006, Página: 1667 

TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS.

El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, debe afirmarse que la descripción legislativa de las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a complementaciones legales que superen la interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones de la norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo sancionador y el derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y dada la unidad de ésta, en la interpretación constitucional de los principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al aducido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón….”

Con base en lo expuesto, esta Sala Unitaria resuelve decretar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la resolución del expediente administrativo **********de fecha quince de octubre de dos mil veinte, y por ende, de la resolución del recurso de revocación de fecha veintiséis de julio del dos mil veintiuno, en donde le imponen a la parte actora una amonestación privada.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I y III, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248, 249 y 250 fracción III del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado resultó competente para resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la Ilegalidad e Invalidez de la resolución del expediente administrativo **********de fecha quince de octubre de dos mil veinte, y por ende, de la resolución del recurso de revocación de fecha veintiséis de julio del dos mil veintiuno, en donde le imponen a la parte actora una amonestación privada, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por correo electrónico a la autoridad demandada. 

Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
Con fundamento en el artículo 110 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de aplicación supletoria al Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por disposición de su numeral 217, se hace del conocimiento de las partes que por acuerdo del Pleno de este Tribunal de trece de diciembre de dos mil veintiuno, se asignó a la Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, como Magistrada adscrita a esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.








